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PERSONAL

231.. Concurso para la provisión de
empleo.

Anunciada la provisión de cuatro pla-
zas de empleados municipales y adjudi-
cada una. de ellas (la de Secretario) a
persona ajena a las categorías protegi-
das por la ley de 25 de agosto de 1939,
las otras tres (de Guardas de monte)
anunciadas conjuntamente con aquélla
en el mismo concurso un ficado, corres-
ponden a los tres ex combat'entes que
las pretendieron, por no haberse pre-
sentado Caballeros Mutilados por la Pa-
tria, ni Oficiales provisionales o de com-
plemento.—Sentencia de 2 de julio de
19J,9.

La Junta administrativa del Valle de
S. sólo había provisto entre ex comba-
tientes dos plazas. La Diputación de
Navarra revocó el acuerdo municipal
est'mando la acc'ón del recurrente ex
combatiente. El Tribunal Provincial de
lo Contencioso revocó el acuerdo de la
Diputación y confirmó el de la Junta.
Apelada ésta sentencia por el Fiscal y
el coadyuvante, el Tribunal Supremo la
revoca, y confirma la resoluc'ón de la
Diputación.

Llama la atención este verdadero lujo
de recursos, propio -del régimen forai.

232. Responsabilidades de Recaitdador
municipal. Reconocimiento de alcance
Por la zñuda.

Reconocidos y satisfecho^ por la viuda
de un Recaudador municipal los alcan-
ces que contra écte resultaron del opor-
tuno expediente dé 1nu:dición. no pro-
cede la anulac'ón de dicho expediente,
solicitada p T los hijos, alegando inca-
pacidad iuríd'cn de la rrrídre y v'uda.—
Sen*fnña de SO de septiembre d» J9fi9.

Fúndase el T. S. en one la emancipa-
ción de los hijos por incorporación al

Ejército, a tenor del Decreto-ley de 7 de
marzo de 1937, sólo produce efectos mi-
1.tares; pero en nada modifica los pre-
ceptos del art. 17 del Código civil en
cuanto a la. representación en juicio de
ló= hijos menores por la madre; y, por
lo que se refiere a la hija, en no ser de
apl.cación el art. 1G5 del Código civil,
por ser intereses idénticos y no opues-
tos los d,e la madre y la hija.

233. Amortización de plaza.

El acuerdo de una Diputación de
amortizar una vacante de funcionario
administrativo, no implica lesión del de-
recho del excedente a obtener el rein-
greso y ocupar la plaza vacante.—Sen-
tencia de 28 de septiembre de 191¡9.

Razona el Supremo que constituiría
una norma viciosa el que la Adminis-
tración al conceder la excedencia de un
emo'.eado, a su instancia, atendiera úni-
camente a la voluntad de éste para su
reingreso y no a las necesidades del ser-
vicio a cubrir, y a las posibil'dades eco-
nómicas de la ent'dad. Con referencia
concreta al caso planteado añade la con-
FÍderación de que cuando solicitó el re-
ingreso, la plaza en cuestión había sido
suprimida de la plánt'lla y no existía
consignación para el pago en presu-
puesto.

234. Nulidad de concurso para la pro-
visión de plaza.

Observados ciertos vicios de procedi-
miento en la provHón por concurso de
una pl^za de funcionario municipal y
entre ellos el de no ajustarse a derecho
1s nr'Qma convocatoria, precede anular
el expresado concurso desde su inicia-
ción.—Sentencia de 10 de octubre de
19J,9.
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Afirma el Supremo que si bien las ba-
ses de la convocatoria constituyen la ley
del concurso, e¿ta doctrina sólo es apli-
cable rectamente cuando en la convocato-
ria hubiera observado la Administración
todos los preceptos legales o reglamen-
tarios aplicables a la misma.

235. Destitución de guardia municipal.

Constituyen falta grave y hacen des-
merecer al inculpado —Guardia munici-
pal— en el concepto público, los actos
reiterados que se le imputan: por el Go-
bernador —quien le sancionó por faltas
contra la moral que tácitamente recono-
ció el interesado al no recurrir contra

dicha sanción—; el Ayuntamiento, y la
Policía —quienes le acusan de habérsele
visto, posteriormente a la anterior san-
ción, salir de un mingitorio público uni-
do a varios profesionales de la aberra-
ción.—Sentencia de 28 de octubre de
19J,9.

El T. S. revoca la sentencia apelada
•del Tribunal provincial que ordenó la
reposición del guardia y confirma el
acuerdo municipal de destitución.

En la misma sentencia se sienta la
doctrina de que el hecho de no haberse
terminado el expediente gubernativo ins-
truido al inculpado dentro del plazo de
sesenta días fijado por la ley, no puede
servir de pretexto para que los actos
sancionables queden nulos y sin efecto
alguno ni sanción las faltas cometidas.

•236. Destitución de empleado muni-
cipal.

Son actos reiterados que hacen des-
merecer en el concepto público y cons-
tituyen falta grave —demostrados como
1o están en el expediente— los consis-
tentes en la intervención del inculpado
•en la recepción y entrega retrasada, al-
gunas en más de un año, de las canti-
dades que en función de su cargo tenía
que entregar a los perceptores, familiares
de los muertos en la pasada campaña,
perjudicando además a éstos con indebi-
das exigencias pecunarias a las que por
ningún concepto tenía derecho.—Senten-
cia de 28 de octubre de 1949.

Confirma esta sentencia la apelada del
Tribunal provincial por la que se deses-
timó el recurso interpuesto por el in-

culpado contra el acuerdo del Ayunta-
miento que le destituyó de su cargo de
funcionario administrativo.

237. Destitución lito confirmada de In-
geniero de Diputación.

Apreciadas en su conjunto las prue-
bas aportadas en el expediente y en los
autos y no apareciendo claramente de-
mostrada la comisión de los hechos cons-
titutivos de delito públ.co, no puede
apreciarse la falta grave en ella consis-
tente, no obstante la instrucción de su-
mario por él Juez correspondiente ya
que, sea cualquiera el resultado de este
(en el caso presente ha sido sobreseída
provisionalmente), la jurisdicción conten-
cioso-adm.nistrativa puede obrar con
absoluta independencia y encontrar mo-
tivos de destitución del funcionario, don-
de la penal sobreseyó o absolvió.—Sen-
tencia 29 de octubre de 19J9.

Con motivo de la excepción de pres-
cripción se sienta la interesante doc-
trina de que en los recursos contencioso-
administrativos contra acuerdo de la Di-
putación siguen estando vigentes los
preceptos contenidos en los arts. 255 y
256 del Estatuto municipal y sus concor-
dantes del Reelamento en materia mu-
nicipal de 23 de agosto de 1924, y entre
ellos el 38 de esta ordenación rituaria que
concede el término de un mes para la
interposición del recurso contencioso-
administrativo, todo ello de conformidad
con el art. 170 del Estatuto provincial,
sin que pueda sostenerse la aplicabilidad
de la ley municipal de SI de octubre de
1935 porque si el legislador en 1925 cre-
yó que debían sentenciarse los recursos
contra acuerdos provinciales en la forma
y en los propios términos que regían en
materia municipal, no es presumible ni
menos axiomático que quisiera «ipso
facto», extenderlo a reformas futuras y
que podían desnatural:zar lo que enton-
ces ordenaba.

238. Destitución de empleado muni-
cipal.

Es válido el acuerdo municipal de des-
titución de vigilante de arbitrios fundado
en la comisión de actos reiterados cons-
titutivos de falta grave, sin que enerve
dicho acuerdo una posterior sentencia
absolutoria dictada por la jurisdicción
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ordinaria.—Sentencia de 9 de noviembre
de 1949.

Invoca el Supremo en su apoyo las sen-
tencias de 9 de julio de 1941, 30 de oc-
tubre de 11J4Ü, li> de febrero de 194tJ y
8 de julio de 1949. Impone las costas de
la segunda instancia a la parte apelante.

RÉGIMEN JURÍDICO

239. Incompetencia de jurisdicción.

Es incompetente la jurisdicción con-
tencioso-administrativa para conocer del
recurso interpuesto por un Recaudador
contra acuerdo municipal que es repro-
ducción de otro anterior firme y conse-
tido, por el que se decretó la suspensión
de dicho funcionario.—Sentencia de 28
de junio de 1949.

Se invoca el número 3.° del artícu-
lo 4.° de la Ley Jurisdiccional. Se im-
ponen las costas de la segunda instan-
cia, al recurrente.

240. Competencia de jurisdicción so-
bre pensión de jubilación de obrero
municipal.

Es competente la jurisdicción couten-
cioso-administrativa para resolver sobre
pensión de jubilación de obrero munici-
pal, pues el acuerdo del Ayuntamien-
to impugnado, reúne los requisitos de
la ley de 1894.—Sentencia de 28 de ju-
mo de 1949.

Se funda en que el contenido del
pleito se refiere a la reclamación del
derecho del reclamante a ser jubilado
con una pensión superior a la acordada
por el Ayuntamiento, cuyo acuerdo re-
une los requisitos del artículo 1.° de
la ley y no se halla incluido en ningu-
na de las excepciones del artículo 4.°
de la misma.

En la misma sentencia se declara que
la falta de precisión en la demanda no
es motivo suficiente para dejar sin re-
solver un recurso, siempre que se de-
duzcan de ella los requisitos fundamen-
tales, que la ley exige.

241. Prescripción de acción.

Prescribe la acción contenciosa para
impugnar un acuerdo municipal que de-
negó a la sociedad actora el aumento

cié precio solic.tado en obras de abas-
tecimiento de aguas, a los quince días
contados desde el siguiente al de la no-
itificación administrativa de la resolu-
ción del recurso de reposicón o al vea-
c.miento del plazo para dictarlo.—Sen-
tencia de 30 de junio de 1949.

Afirma el T. S. que agotados con
exceso los plazos de los artículos 218
y 224 de la ley municipal de 1935, es
visto que notoriamente sé ha incurrido
en la excepción cuarta del artículo 46
de la ley orgánica de esta jurisdicción.

242. Incompetencia de jurisdicción.

Es incompetente la jurisdicción con-
tencioso-administrativa para conocer del
recurso interpuesto contra acuerdo mu-
nicipal de concesión de línea de auto-
buses urbanos, que es reproducción de
otro anterior firme y consentido.—Sen-
tencia de 2 de julio de 1949.

Se halla de acuerdo este fallo con nu-
tridísima jurisprudencia del T. S., a te-
nor de la cual y con arreglo al núme-
ro 3.° del artículo 4.° de la Ley Juris-
diccional, no son susceptibles de recurso
las resoluciones que sean reproducción
de otras anteriores que hayan causado
estado y quedado firmes y las confirma-
torias de acuerdos consentidos.

Se imponen las costas a la Sociedad
apelante.

243. Demanda sin firma de Letrado.

Son nulas las actuaciones y senten-
cia seguidas en el Tribunal Provincial
en pleito cuya demanda suscribía el Pro-
curador sin firma de Letrado.—Senten-
cia de 26 de septiembre de 1949.

Una reiteradísima jurisprudencia abo-
na esta interpretación del artículo 91 de
la Ley Jurisdiccional y 254 del Regla-
mento de 1894.

244. Suspensión de ejecución de acuerdo-

La negativa del Ayuntamiento a la
prórroga del contrato celebrado con el
recurrente para la recaudación de arbi-
trios no causa un perjuicio grave, de
reparación imposible o difícil, que justi-
fique la suspensión de la ejecución del
acuerdo.—Auto de 29 de septiembre
di 1949 .
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245. Incompetencia de jurisdicción.

£1 acuerdo denegatorio municipal re-
caído mediante silencio administrat.vo en
trámite de reposición, es firme y con-
sentido si no se recurre contra él, den-
tro de plazo reglamentario ante el Tri-
bunal Económico Administrativo, cuya
resolución apura la vía gubernativa.—
Sentencia de óU de septiembre de 1949.

El recurso se interpuso contra acuerdo
del Tribunal Económicp Administrativo,
sobre liqu.dacón del arbitrio de «plus
valia». El T. S. confirma la sentencia
apeífida del Tribu'nal Provincial, esti-
mando que el Tribunal Económico Ad-
ministrativo Provincial no debió resol-
ver la cuestión de fondo.

24U. Excepción de incompetencia. s

No interpuesto el recurso de reposi-
ción contra acuerdo municipal denega-
torio de la petición de excedencia for-
zosa dé un funcionario, dejó de agotarse
la vía gubernativa, y al no causar es-
tado el acuerdo expresado, procede es-
timar la excepción de incompetencia.—
Sentencia de 5 de octubre de 1949.

Invócase la aplicabüidad de la excep-
ción primera del artículo 46 de la Ley
Jurisdiccional, en relación con los ar-
tículos de la Municipal de 1935f que es-
tablece el recurso de reposición como
indispensable, previo y común a toda
clase de recursos en materia municipal.

247. lUíOOmpe¡enci(i de jurisdicción-

Es incompetente la jurisdicción con-
téncioso-administrativa para conocer del
recurso inter>puestio por unos concur-
santes a plazas de recaudadores, contra
acuerdo de la, Diputación en cuya vir-
tud se resolvió el concurso, si los recu-
rrentes interpusieron su acción antes de
expirar el plazo legal de cuatro meses
para resolver la reclamación.—Sentencia
de 8 de octubre de 191/9.

Revoca el Supremo la sentencia ape-
lada del Tribunal provincial que había
estimado los recursos acumulados de los
concursantes y, en su lugar, sienta la
doctrina de que mientras no transcurra
el plazo de resolución que la ley otorga
a lá autoridad o Corporación, sin deci-
sión -definitiva del asunto, es imposible
acudir con éxito ante el Tribunal pro-

cedenu-, porque la Diputación no ha di-
cho su uit.ma palabra sobre la, cuestión,
requisito necesario para que prospere el
recurso.

248. Coadyuvante sin el Fiscal.

Nio puede prosperar la apelación in-
terpuesta por el coadyuvante, cuando el
Fiscal abandona la acción.—Sentencia de
11 de octubre de 1949.

Se alude én el fallo a una reiterada
y profusa doctrina jurisprudencial.

249. Prescripción de la acción conten-
ciosa.

Procede declarar prescrita la acción
del Ayuntamiento contra la Orden del
Ministerio dejando sin efecto la imposi-
ción de diversos derechos y tasas mu-
nicipales, una vez transcurridos tres me-
ses desde la notificación a la Corpo-
ración mun.cipal de la resolución mi-
nisterial, sin haberse ejercitado durante
el transcurso de los mismos, la expre-
sada acción.—Sentencia) de 13 de octu-
bre de 1949.

Cítanse en el fallo el artículo 7.° de
la ley de 22 de julio de 1894 que esta-,
blece el plazo de tres meses para la
interposición del recurso y la excepción-
cuarta del artículo 46 de la misma ley,
esto es, la' de prescripción de la acción.

250. Demanda autorizada por Procura-
dor sin firma de Letrado.

Es nula la dtmanda contencioso-admi-
nistrativa autorizada solamente por Pro-
curador sin firma de Letrado—Senten
cía de 19 de octubre de 1949.

Véase el número 243.

251. Denegación- de recibimiento a
prueba.

Se ajusta a derecho la resolución del
Tribunal provincial que deniega el reci-
bimiento a prueba solicitado por el ac-
tor, sin expresar los puntos de hecho
sobre el que la misma hubiera de ver-
sar.—Auto de 21 de octubre de 1949..

Se apoya esta resolución en el termi-
nante precepto contenido en el artícu-
lo 325 del Reglamento de la Ley Ju-
risdiccional.
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252. Beneficio de gratuidad.

El beneficio de gratudad es aplicable
a los Ayuntamientos en los recursos con-
tenciosos que establece en materia de
exacciones el Estatuto municipal.—Auto
de 3 de octubre de 1949.

Trátase de recurso interpuesto con-
tra acuerdo del Tribunal Económico Ad-
ministrativo recaído en expediente so-
bre a'bitrio de plus valía. Alégase la apli-
cabilidad. de los artículos 25tí y 327 del
Estatuto municipal.

253. Menor cuantva.

No ha debido admitirse ni ha lugar a
resolver la apelación interpuesta, contra
k sentencia dictada por el Tribunal pro-
vincial en materia cuya cuantía era in-
ferior a 20.000 pesetas, aunque a la
apelación se haya adherido el Fiscal.—
Sentencia de 24 de octubre de 1949.

Es aplicable—afirma él T. S.—el De-
creto-ley de 8 de mayo de 1931, ratifica-
do por. la Ley de 8 de agosto siguiente.

254. Prescripción de lo acción conten-
cioso.

Interpuesto el recurso contencioso-
administratMo de plena jurisdicción
contra acuerdo municipal de destitución
fuera del plazo de quince días que se-
ñala el artículo 224 de la Ley muni-
cipal, procede estimar las excepciones
de incompetencia de jurisdicción.—Sen-
tencia de 8 de noviembre de 191/9.

El T. S. revoca la sentencia apelada'
que decidía sobre el fondo de la cues-
tión, por apreciar las excepciones aludi-
das y añade que a mayor abundamiento
tampoco podía prosperar la pretensión
deducida, por no haberse apurado la vía
gubernativa, puesto que no se cumplió el
trámite previo de reposición que exige
el artículo 218 die la Ley municipal.

255. Lesividad de acuerdo tuo confir-
mada.

No concurren los (requisitos de lesión
de intereses y vulneración de derecho
—necesarios para que la declaración de
fesividadi prospere—en el acuerdo mu-
nicipal en cuya virtud se exime a un
orfelinato del pago del arbitrio de

aplus .valía».—Sentencia de 9 de no-
vietnrbe de 1949.

El Tribunal provincial había accedido
a la solicitud de lesividad interesada por
el Ayuntamiento. El T. S. invoca, para
revocar esta sentencia, el párrafo últi-
mo del artículo 2.°, en relación con el
tercero de la Ley de lo contencioso y
estima que la exención acordada no vul-
nera ningún acuerdo .sobre el que no sea
dable volver, puesto que no creó dere-
chos a favor de tercera persona.

TÉRMINOS MUNICIPALES

256. Adjudicación de bienes pertene-
cientes a una entidad local desopo¿
recida.

Es válido el acuerdo adoptado por un
Ayuntamiento en cuya virtud se dispo-
ne que los bienes que pertenecían a una
entidad local menor, desaparecida a
causa del embalse de un río, pasen a
pertenecer a otra, elegida par el Minis-
terio de la Gobernación para nueva ca-
pitalidad del municipio en que se ha-
llaban integradas dichas entidades, asig-
nándose a la última todos los derechos
y obligaciones que tenía la extinguida.—
Sentencia de 2 de julio de *1949.

Afirma el T. S. que para que sea via-
ble el recurso contencioso de plena ju-
risdicción, de conformidad con el artícu-
lo 223 de" la Ley municipal, es preciso la
demostración por parte del recurrente
de una lesión de derecho administrativa
establecido a su favor, lo que en el caso
de autos no resulta acreditado.

257. Deslinde de términos municipales.

La acción para impugnar una resolu-
ción ministerial sobre deslinde, compe-
te a los Ayuntamientos interesados, pe-
ro, en, ningún caso, a los vecinos de los
mismos.—Sentencia de 2 de julio de 1949.

Razona el Supremo que la acción que
otorga a todos los habitantes de un
término municipal el artículo 35 de la
ley de 1935, .sólo pue'de ejercitarse con-
tra los acuerdos municipales, pero no
contra las resoluciones de la Adminis-
tración general del Estado que afecten
a los municipios, pues no está admitida
en nuestra jurisdicción la acción pública
contra dichas resoluciones.
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